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Resumen

El paradigma de la inversión social se ha presentado como un nuevo modelo de Estado de bienestar que difiere tanto del Estado de bienestar keynesiano como del modelo neoliberal. Sin embargo, cuando se contrastan sus presupuestos, sus objetivos y sus políticas sociales con los del Estado de bienestar de la postguerra, se observan más diferencias entre ambos que de la comparación entre los modelos de inversión social y el neoliberal. Con independencia de que el enfoque de la inversión social revise parcialmente las propuestas neoliberales más ortodoxas, surgen dudas de que se trate de un nuevo paradigma que implique una ruptura con la corriente neoliberal. Las políticas preventivas  características de este paradigma plantean ambigüedades para lograr el equilibrio con el objetivo de protección, el cual permitió definir a los Estados europeos como Estados de bienestar.
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Nota biográfica. Es autora de diferentes trabajos sobre el Estado de bienestar. Entre sus publicaciones más recientes ha codirigido, junto con Eloísa del Pino, el libro Los Estados de bienestar en la encrucijada. Políticas Sociales en Perspectiva Comparada, Madrid, Tecnos, 2013. Es autora del capítulo “Los avatares del Estado de bienestar: mercados, política y reforma de las pensiones de jubilación en España” (en Colino y Cotarelo, España en crisis. Balance de la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero. Valencia: Tirant Humanidades, 2012)
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1. INTRODUCCIÓN

El denominado paradigma de inversión social se ha convertido, desde finales de la década de los noventa del siglo XX, en un modelo de referencia  teórica y en un marco de inspiración de las agendas políticas. Los trabajos de Giddens (1998), Esping-Andersen et al. (2002) y, más recientemente, el de Morel, Palier et al. (2012), forman ya parte del corpus del nuevo paradigma. Asimismo, organizaciones internacionales como el Banco Mundial o la  OCDE han abandonado las directrices neoliberales del consenso de Washington para sustituirlas por la perspectiva de la inversión social. También la UE lo ha respaldado e impulsado. Sus objetivos y estrategias  fueron recogidos en la Agenda de Lisboa, adoptada en el 2000, que preveía, además de modernizar los sistemas de protección social,  lograr una Europa más competitiva mediante una economía basada en el conocimiento, capaz de mantener un crecimiento económico sostenido con más y mejor trabajo, así como aumentar la cohesión social. Estos objetivos han vuelto a ser reiterados en la Estrategia Europea 2020 (Comisión Europea, 2013).
La inversión  social es entendida como un nuevo tipo de Estado de bienestar que posee un elevado potencial para crear altas tasas de crecimiento (Hemerijck, Dräbing, et al., 2013). El nuevo paradigma ha  recabado  un amplio consenso. Ha sido apoyado tanto desde posiciones próximas al neoliberalismo como a la socialdemocracia. No obstante, sus interpretaciones parecen discrepar, lo que ha dado lugar a que se hable de distintos tipos de inversión social.

Esta comunicación se centra en el estado de la cuestión de los debates y análisis sobre este  paradigma emergente. En primer lugar, se expondrán sus presupuestos y objetivos y se preguntará por la peculiaridad del nuevo paradigma en comparación con el neoliberalismo y el Estado de bienestar keynesiano; en segundo lugar, se realizará una aproximación de su proyección práctica y de los resultados de sus políticas.    

2.  EL CONCEPTO DE INVERSIÓN SOCIAL: PRESUPUESTOS, OBJETIVOS E INSTRUMENTOS
La propuesta de la inversión social ha sido presentada como un nuevo paradigma que se distancia tanto de los objetivos e instrumentos propios del keynesianismo como del neoliberalismo. Según, Morel, Palier, y Palme, (2012) se trata de un paradigma por el marco de  ideas y de valores que establece, por la naturaleza de los problemas a los que se dirige, así como por los objetivos que se persiguen y por los instrumentos que deben utilizarse para alcanzarlos.

Según los teóricos de la inversión social, el Estado de bienestar tiene que “modernizarse” para dar respuesta a los cambios económicos y sociales.  La economía basada en el conocimiento es el rasgo característico de la sociedad postindustrial, por lo tanto este se convierte en el motor de la productividad. Los altos niveles educativos y profesionales son el eje central de la productividad  y del crecimiento en un entorno competitivo de mercados abiertos. Por otra parte, los cambios sociales, como son el aumento de las familias monoparentales, unidos a las consecuencias derivadas de la sociedad industrial, han conducido a la aparición de nuevos riesgos sociales. Cono señala Esping-Andersen y Palier (2010), el riesgo de pobreza ha dejado de estar asociado a la vejez, ese riesgo se ha desplazado a los niños, a las familias monoparentales, sobre todo mujeres,  a las personas en edad de trabajar con bajas cualificaciones y a los desempleados de larga duración. En buena parte, los nuevos riesgos se relacionan con obstáculos que impiden participar en el mercado laboral. Ante ellos, las formas tradicionales de intervención estatal, en particular las propias del modelo continental, no son adecuadas por su incapacidad para crear empleo, por el rol que asigna a la mujer como cuidadora, o por su tendencia a hipotecar el bienestar de las generaciones futuras y, sobre todo,  por la centralidad que ocupan las transferencias pasivas de ese modelo que benefician a los trabajadores con empleo estable.  Desde esta perspectiva, la modernización del Estado de bienestar tiene que apoyarse en la igualdad de oportunidades y en la necesidad de “preparar” más que en “reparar”. 

De acuerdo con estos principios y problemas, según los defensores del nuevo paradigma, el objetivo central de las políticas sociales es la inversión en capital humano. Las políticas sociales tienen que orientarse a preparar a la población para prevenirla de los riesgos económicos y sociales que derivan de las cambiantes condiciones de empleo. Así, las políticas de transferencias pasivas tienen que sustituirse por políticas activas de inversión en capital humano como medio de favorecer la lucha contra la pobreza de los niños y la empleabilidad. La inversión en capital humano pasa a ser la estrategia del crecimiento del empleo, de la competitividad  y, en último caso, de la productividad. En la sociedad postindustrial, el Estado de bienestar se comprende, sobre todo, como un Estado productivo, de ahí que la inversión en capital humano sea  su pilar (Abrahamson, 2010).  

En coherencia con estos planteamientos y objetivos, los instrumentos centrales de las políticas de bienestar son los que coadyuvan a fomentar la participación en el mercado laboral. En concreto, las políticas activas del mercado laboral, la política familiar y la política educativa.

El desempleo, según el enfoque de la inversión social, se debe al exceso de oferta del trabajo poco cualificado. No es consecuencia de un problema macroeconómico vinculado a los ciclos de crisis, sino que se encuentra asociado con una mano de obra insuficientemente cualificada (Abrahamson, 2010). Por ello, las políticas activas son el instrumento idóneo para fomentar la empleabilidad y hacer lo más corta posible las etapas de desempleo. Estas políticas incluyen una heterogeneidad de medidas, entre ellas los programas formativos, cuyo objetivo es  flexibilizar el mercado de trabajo y favorecer la movilidad laboral, o los servicios para facilitar la búsqueda de empleo.
Entre las políticas nucleares de bienestar, según el enfoque de la inversión social, los nuevos riesgos sociales han inducido a que la política de familia pase al primer plano. Las medidas encaminadas a conciliar el trabajo con la responsabilidad familiar y aumentar la participación de la mujer en el mercado laboral se consideran instrumentos centrales para dar respuesta a  problemas de distinta índole, como el demográfico, ocasionados por el envejecimiento de la población, y la caída de la tasa de natalidad, o los económicos que revelan mayores índices de pobreza entre las familias que dependen de un único salario, a lo que se une el cambio social derivado del aumento de familias monoparentanles y los desafíos que plantea a los sistemas de bienestar. Entre las medidas que comprenden las políticas de familias, los servicios de calidad para los cuidados infantiles ocupan un lugar destacado, no sólo porque favorecen la conciliación de la vida laboral y familiar, sino  porque se entienden que son los instrumentos más idóneos para garantizar los derechos de la infancia y la igualdad de oportunidades de los niños.

Junto a la provisión de servicios de cuidados infantiles de calidad, el desarrollo cognitivo a través de programas educativo durante la primera infancia (niños menores de tres años) se consideran una vía imprescindible para superar las desventajas de la herencia social y asegurar el éxito tanto durante las etapas sucesivas del ciclo escolar como en la edad adulta. Por lo tanto, la educación en la etapa temprana del ciclo vital constituye la base de la inversión en capital humano.

Según algunos autores, el enfoque de la inversión social no es homogéneo sino que cabe distinguir la versión de la Tercera Vía, representada por las aportaciones de Giddens, de la versión socialdemócrata de la que serían representativas las de Esping-Andersen, Morel, Palier, Hemerijck o Midgley, entre otros (Mahon, 2012). No obstante, las diferencias entre ambas son difusas. También la Tercera vía defiende políticas de inversión en capital humano, medidas de lucha contra la pobreza, sobre todo infantil, o las que favorecen la participación de la mujer en el mercado laboral (Giddens, 1998).   
Frente a las críticas neoliberales al Estado de bienestar,  los defensores de la inversión social consideran que el nuevo paradigma es una propuesta realista  al permitir reconciliar la política social con el crecimiento económico, ya  que los gastos sociales se orientan a la productividad y, al mismo tiempo, contribuyen a promover la cohesión social (Midgley, 2001).

3. COMPARACIÓN DEL NUEVO PARADIGMA CON EL ESTADO DE BIENESTAR KEYNESIANO Y EL MODELO NEOLIBERAL

Las funciones, objetivos e instrumentos de la política social defendido por el enfoque de la inversión social suponen  un giro de ciento ochenta grados respecto al Estado de bienestar de la postguerra, pero, al mismo tiempo, se presenta como una modernización del Estado de bienestar. Por lo tanto, debería encontrarse puntos en común entre ambos. 
Un presupuesto compartido entre el enfoque de la inversión social y el modelo tradicional del Estado de bienestar es la necesidad de la intervención estatal. El nuevo paradigma, a diferencia del neoliberalismo o del Estado de bienestar keynesiano, no se basa en un modelo macroeconómico unificado, aunque comparte con el neoliberalismo el enfoque de la economía de la oferta (Hemerijck 2012:51). Sin embargo, a diferencia de las posturas neoliberales más ortodoxas justifica la intervención estatal ante los fallos del  mercado.  

 Ahora bien, en el marco de una economía postindustrial donde el conocimiento y el desarrollo del capital humano se convierten en un factor de producción del que depende la competitividad, la intervención  estatal debe orientarse a desarrollar el capital humano. Como señala Jessop (2008) la reproducción capitalista necesita de factores extraeconómicos, puesto que el mercado no los proporciona por no ser rentables desde un punto de vista individual y la función extraeconómica por excelencia de la sociedad postindustrial es la creación de conocimiento. En este contexto, caracterizado, además, por la globalización de los mercados,  la política social tiene capacidad para ser un factor productivo siempre y cuando se sustituyan los gastos sociales que no favorecen la competitividad por los que sí la faciliten. Entre los primeros se incluirían los que obstaculizan la flexibilidad de la mano de obra y reducen la oferta de trabajo, como las prestaciones por desempleo o las pensiones públicas. Por el contrario, los gastos sociales en educación y cuidados de niños, o los programas de formación aumentan y mejoran la oferta de trabajo.
Mientras que las funciones del Estado de bienestar de la postguerra permitían distinguir, de acuerdo con la clasificación de O’Connor, entre funciones de acumulación -esto es, las destinadas a crear las condiciones que hiciesen rentable la acumulación privada del capital a través de gastos de inversión en capital físico o en capital humano- y la función de legitimación -cuya finalidad se dirige a hacer posible la armonía social mediante los gastos sociales-, la intervención estatal según la propuesta de la inversión social parece  caracterizarse, sobre todo, por la función de acumulación. En una época caracterizada por la globalización de los mercados, la intervención estatal sigue siendo necesaria, pero incorporando correcciones en el compromiso que se alcanzó en la postguerra entre el capital y el trabajo.  
La inversión social también encuentra otro claro paralelismo con el Estado de bienestar de la postguerra. Sus objetivos sociales se orientan al bienestar de grupos en situación de riesgos. Al igual que entonces, las políticas de inversión social  también se dirigen a remover los obstáculos que impiden la participación en el mercado laboral, pero las causas en las que se centran unas y otras políticas de bienestar son divergentes: en el caso del Estado de la postguerra las situaciones de riesgo estaban provocadas por el desempleo, la enfermedad y la vejez.  Por el contrario, las políticas de inversión tratan de responder a los riesgos causados por  la desindustrialización, las nuevas estructuras familiares y  la necesidad de reconciliar la vida familiar con la laboral. En consecuencia, la finalidad de la política social deja de ser la seguridad para  convertirse en un factor de productividad.

La nueva reorientación de la intervención estatal y de la política social defendida por el enfoque de la inversión social resquebraja el núcleo que ha permitido caracterizar a los Estados europeos como Estados de bienestar. La seguridad económica de los ciudadanos ante los riesgos consustanciales de la economía de mercado fue el eje central sobre el que se construyó la peculiaridad de los Estados de bienestar.
El Estado de bienestar de la postguerra, como se ha señalado, fue una fórmula de compromiso que fraguó por factores heterogéneos. Entre ellos, la experiencia de la crisis económica de 1929 y las consecuencias de las dos guerras mundiales contribuyeron a considerar que la pobreza y la inseguridad económica no eran un problema individual, sino un riesgo colectivo que podía afectar a todas las clases sociales. Frente a ellas, una idea ampliamente compartida fue que la responsabilidad individual y los mecanismos de seguridad privada eran inadecuados ante riesgos como la enfermedad, la invalidez o la vejez. El desarrollo de los sistemas de seguridad colectiva proporcionó la seguridad de ingresos que reemplazaba parcialmente a los salarios previos ante situaciones de riesgo. Junto a ellos se extendieron  los servicios educativos y sanitarios al conjunto de la población, entre otras prestaciones. El objetivo de seguridad en el que se basó la política social encajaba con la política económica favorecedora de la demanda, ya que las transferencias de ingresos permitían mantener la capacidad de consumo de quienes habían dejado de percibir un salario. Al mismo tiempo, los sistemas de protección posibilitaban que los ciudadanos dedicasen sus ingresos al consumo en lugar del ahorro para una protección futura.
El paradigma de la inversión social cambia el objetivo peculiar de los Estados de bienestar europeos, la política social no tiene como finalidad proporcionar seguridad ante los riesgos del mercado, su función es la de capacitar a los individuos a través de las políticas educativas y de los programas de formación para adaptarse a un mercado laboral caracterizado por trabajos menos seguros y  formas contractuales más precarias.

La idea de preparar más que de reparar y, más concretamente, la sustitución de las políticas pasivas por las políticas activas se aplican a todos los ámbitos de la política social, ya se trate de la política sanitaria o la de pensiones. Desde la perspectiva de la inversión social, el bienestar  de los individuos pertenece a su propia responsabilidad y la clave para lograrlo es la participación en el mercado laboral. Por lo tanto, la función por excelencia de la política social es fomentar la participación en él. 
La consecuencia inmediata del nuevo paradigma es  la traslación a los individuos y a sus familias de la responsabilidad en su bienestar mediante los mecanismos de mercado para asegurarse frente a los llamados viejos riesgos sociales. Una cuestión no zanjada por la inversión social es si el mercado proporcionará seguridad ante estos riesgos, pues la existencia de asimetrías en la información, de las externalidades negativas o el incumplimiento de la competencia perfecta en ámbitos propios de la política social siguen siendo un obstáculo. Sin embargo, el paradigma de la inversión social solo reconoce los fallos del mercado cuando se trata del capital humano que requiere la economía del conocimiento. Aunque sí es evidente que la privatización de pensiones por enfermedad o vejez  permite ampliar los productos del sector financiero.
La confianza en los mecanismos de mercado como generadores de seguridad que subyace en el enfoque de la inversión social plantea el problema de que los efectos de la inversión en capital social se proyectan en un futuro, no responden a los riesgos del presente sino que  requiere un periodo de tiempo para que genere resultados. Como señala Banting (2005) la estrategia de inversión en capital humano plantea dudas de que pueda por sí misma dar respuesta a la desigualdad y a la pobreza.
El hincapié del nuevo paradigma en la responsabilidad individual ha conducido a reformular la idea marshalliana de la ciudadanía social. Este concepto ya no solo se identifica con  derechos que proporcionan un mínimo de bienestar y seguridad económica. La ciudadanía se define, además, como un deber. Los ciudadanos y las familias tienen el deber de invertir en su propio capital humano, en su futuro a través del ahorro,  ya sea para la educación de sus hijos o para la vejez. Por otra parte, el nuevo concepto de ciudadanía incorpora nuevos derechos como son la financiación pública de servicios para niños menores de tres años y los permisos parentales (Jenson, 2012). 
La centralidad de la inversión en capital humano no excluye la protección social en el discurso de los teóricos del nuevo paradigma. En concreto, la protección del desempleo sigue siendo considerada un complemento necesario de las políticas de activación del mercado laboral y, en particular, las prestaciones de desempleo de corta duración. A esta protección se añade la inversión pública de calidad  en políticas de cuidados de niños y en la política educativa y de formación. Sin embargo, la propuesta de inversión social mantiene cierta ambigüedad respecto a los diseños que deberían tener esos servicios universales de calidad. Junto a ello hay que recordar que los objetivos e instrumentos del paradigma implican revertir el bienestar a la responsabilidad individual para que sea satisfecho a través del mercado y la familia en áreas  que fueron centrales de la política social, las cuales permitieron tipificar a los Estados de la postguerra como Estados de bienestar.
De la comparación entre el paradigma de la inversión social y el Estado de bienestar de la postguerra se desprende que el primero introduce cambios nucleares respecto a los presupuestos, objetivos e instrumentos de Estado de bienestar de la postguerra. En consecuencia, puede afirmarse que la inversión social es un nuevo paradigma. Hay razones para calificar el Estado que se configura de acuerdo con él más como un “Estado de inversión social” que, propiamente, como un modelo de Estado de bienestar.  Sin embargo, las diferencias entre ese y el modelo neoliberal son borrosas.

Según los teóricos de la inversión social este paradigma, que surgió como una respuesta a las políticas neoliberales, carece de un modelo macroeconómico que lo respalde. No se adapta ni a las directrices keynesianas ni a las neoliberales (Morel, Palier et al. 2012: 353-376). Sin embargo, sus defensores aceptan los principios de la economía de la oferta. Tanto la teoría de la inversión social como el neoliberalismo confían en que el crecimiento del empleo deriva de los mecanismos del mercado. Para los neoliberales la eliminación de los costes sociales no salariales permiten el aumento de los beneficios empresariales y, por lo tanto, la creación del empleo. Por su parte, los teóricos de la inversión social comparten parcialmente esta idea, si bien sostienen que la calidad del capital humano es un requisito del crecimiento del empleo.
Las discrepancias entre ambos enfoques también afectan al lugar que se le asigna al Estado. Las versiones más ortodoxas del neoliberalismo defienden la necesidad de reducir el tamaño del Estado por sus altos costes y por su ineficacia. Por el contrario, el paradigma de la inversión social mantiene que los fallos del mercado justifican la intervención estatal. Ahora bien, siempre y cuando dicha intervención  favorezca el desarrollo de una oferta laboral especializada y capacitada para adecuarse a la demanda de la economía del conocimiento. El Estado, desde esta perspectiva, posee un papel clave en el desarrollo del capital humano. La política social no es un obstáculo para el crecimiento, como sostiene la versión más ortodoxa del neoliberalismo, sino un factor productivo. En todo caso, la intervención estatal que se defiende debe orientarse a la reproducción de la acumulación del capital.

La convergencia parcial entre ambos enfoques resulta, además, del alcance que debe tener la responsabilidad individual en la provisión del bienestar. Para los neoliberales las fuentes del  bienestar son el mercado y la familia. En parte, el enfoque de la inversión social coincide con la idea de que los ciudadanos recurran al mercado para hacer frente a los riesgos y que el bienestar sea satisfecho por él. De hecho, proponen que los gastos sociales destinados a las políticas pasivas, las cuales incluyen no solo las pensiones de desempleo sino  las de enfermedad o las de vejez, entre otras, se recanalicen hacia las políticas activas que favorezcan la integración en el mercado laboral.
Por último, la flexibilidad del mercado laboral respecto a las reglas que rigen la contratación y el despido es compartida por ambos enfoques. Sin embargo, entre un enfoque y otro surgen diferencias a partir de este común denominador respecto a las orientaciones de las políticas activas de empleo. Para el neoliberalismo incluso los trabajos precarios son preferibles al desempleo, de forma que las políticas activas tienen que contemplar incentivos que desaliente la dependencia  de la asistencia social, o  recurrir a la adopción de medidas que condicionen las prestaciones a la participación en el mercado laboral. Por su parte la inversión social, además de vincular la flexibilidad laboral con la seguridad a través de las prestaciones por desempleo, apuesta por la inversión social como medio aumentar el capital humano y crear trabajos de calidad, a lo que se añaden las medidas encaminadas a eliminar los obstáculos para participar en el mercado laboral como los cuidados de niños o los programas de formación a los desempleados (Bonoli, 2012).

Como se ha mantenido anteriormente, por un lado la novedad del paradigma de la inversión social es nítida respecto a la configuración que los  Estados de bienestar lograron en la edad de oro, las diferencias entre ambos son claras. Sin embargo, por otro lado, el análisis de sus objetivos y políticas en comparación con el neoliberalismo revela que las diferencias entre ellos no parecen justificar que haya emergido un nuevo paradigma distinto al neoliberalismo. En conclusión, hay argumentos para valorar  el enfoque de la inversión social como una propuesta que debe clasificarse dentro de la  corriente neoliberal más que como una ruptura paradigmática del neoliberalismo. En este sentido, como sostiene White (2012), la inversión social es la cara más  amable del neoliberalismo que corrige los efectos peores de éste.  
4. PROYECCIÓN PRÁCTIVA Y CONSECUENCIA DE LA ESTRATEGIA DE INVERSIÓN SOCIAL

Existe un acuerdo mayoritario en que la estrategia de  inversión social ha inspirado las reformas de todos los Estados de bienestar europeos desde mediados de los años noventa (Van Kersbergen y Hemerijck, 2012; Hemerijck, Dräbing et al. 2013; Abrahamson 2010; Kvist 2013). El trabajo de White (2012) es una excepción de este consenso.  Para White, las evidencias empíricas sobre política educativa y de cuidados de niños en los regímenes de bienestar liberales no permiten mantener que esté surgiendo un nuevo paradigma de inversión social. Por el contrario, la postura mayoritaria mantiene que se ha producido un retroceso de las transferencias pasivas y han adquirido mayor peso las políticas activas. Ahora bien, mientras se observa una clara convergencia respecto a los objetivos, sin embargo se  aprecian diferencias que afectan a distintas dimensiones. Por un lado, los trabajos empíricos constatan que las políticas sociales en todos los países europeos  desarrollados convergen respecto al objetivo de la inversión en capital humano. Pero, por otro lado, surgen diferencias que repercuten en distintas dimensiones. Las variaciones afectan a los instrumentos utilizados, al ritmo de las reformas, algunas de las cuales se concibieron, precisamente, con la finalidad de implantarlas de forma incremental y, cómo no, en cuanto a los puntos de partida.

Por encima de las diferencias, cabe apreciar una tendencia general de cambios introducidos tanto en las políticas educativas y  de familias  como en las políticas de empleo. 
En las dos últimas décadas la cobertura de los servicios de cuidados de niños han experimentado una expansión prácticamente en todos los países de la Unión Europea, también se han introducido cambios en el permiso parental que ha afectado al  aumento del periodo y a la tasas de reemplazamiento de los salarios. La tendencia es común a todos los regímenes de bienestar, según se constata en diferentes estudios empíricos.

 Los Estados de bienestar nórdicos que ya partían de políticas familiares consolidadas las han reforzado, como demuestran los índices de cobertura de matricula en servicios de cuidados de niños menores de tres años o la implantación de programas que integran la educación con los servicios de cuidados para los niños entre uno y cinco años. Asimismo, los países del régimen de bienestar continental y los liberales han modificado su modelo de partida. En este caso las tradicionales medidas pasivas monetarias se han complementado con servicios de cuidados y permisos parentales (Van Kersbergen y Hemerijck, 2012; Hemerijck et al., 2013; Clasen y Siegel, 2007).  El desarrollo de las políticas familiares también se refleja en el aumento de los gastos sociales destinados a estos programas,  si bien se mantienen importantes diferencias entre los países (Nikolay, 2012. Bradshaw et al., 2010).

Sin embargo, en síntesis, puede mantenerse que, a pesar de la relevancia adquirida por la política de familia, los estudios comparativos confirman que la estrategia de inversión social no ha conducido a la convergencia de esta política social. En este sentido es revelador el trabajo realizado por  White  (2012) sobre los Estados de bienestar liberales desde una perspectiva comparativa.  Según esta autora, por encima de los cambios acometidos en esos regímenes y de la adhesión al discurso de la inversión en capital humano, la evidencia empírica demuestra que las reformas  no han supuesto un cambio de paradigma hacia la estrategia de la inversión social. Por el contrario, las normas tradicionales siguen siendo dominantes, de forma que se refuerza la trayectoria de dependencia.  En concreto, no ha habido un cambio fundamental de los agentes que suministran los cuidados infantiles sino que  se sigue depositando la confianza en el mercado; a ello se añade que las prestaciones continúan dependiendo de la situación de necesidad del individuo, por lo tanto los servicios de cuidados y los educativos no se configuran como derechos de ciudadanía que conducirían a plasmarse en programas universales; por último, los programas de cuidados infantiles no parecen integrarse con los programas educativos sino que pervive la división entre las instituciones administrativas que se ocupan de la educación y de los servicios sociales.

Respecto a la política laboral, la estrategia de la inversión social defiende la necesidad de sustituir las políticas pasivas por las activas a fin de aumentar los índices de empleo,  con más y mejores trabajos. A ello ser añade la inversión en educación y formación como elemento central para aumentar la productividad del trabajo, la movilidad y la flexibilidad.

En parte, esta estrategia se ha implantado en todos los regímenes de bienestar. Las pensiones características de los viejos riesgos sociales han experimentado numerosas reformas tendentes a reducir los costes laborales no salariales. En cuanto a la política de pensiones, el repertorio de medidas ha sido variado, entre ellas interesa destacar la tendencia al aumento de las pensiones de empleo y de las pensiones privadas de capitalización, lo que conduce a la configuración de sistemas multipilares que implican aumentar la responsabilidad individual ante el riesgo de la vejez. Respecto a la pensión de desempleo, en todos los países se ha reducido su duración, se han endurecido los criterios de elegibilidad, también ha disminuido la tasa de reemplazamiento y las prestaciones se han condicionado a la búsqueda de trabajo. En definitiva, ha aumentado la flexibilidad laboral. 
Sin embargo, los defensores del paradigma de inversión social objetan que las políticas activas no han sido implantadas de forma integral ya que los sistemas de formación continúan siendo un desafío. La dinámica que se ha seguido ha hecho hincapié en los incentivos para participar en el mercado laboral, no en que los trabajadores aumenten sus destrezas laborales. La calidad del trabajo se ha marginado, en su lugar se ha impuesto el criterio de aumentar las tasas de empleo, con independencia de la calidad de la oferta laboral. En consecuencia, las políticas de activación han supuesto más flexibilidad del mercado laboral, no más inversión en capital humano (Bonoli, 2012; De la Porte y Kerstin, 2012) .
En resumen, diferentes estudios demuestra que hay evidencias empíricas que permiten mantener que el enfoque de la inversión social se ha implantado, aunque la tendencia de los Estados de bienestar a converger con dicho enfoque plantee divergencias. En realidad,  parece poco probable que el modelo de inversión social se vuelva uniforme en todos los regímenes de bienestar, asimismo tal vez haya que admitir que su implantación ha sido parcial. 
Por encima de estas matizaciones, después de más de un decenio de experiencias, los teóricos de la inversión social sostienen que los países nórdicos son, en comparación con los países continentales y los liberales, los que se asocian con un desarrollo incuestionable de políticas de inversión social. Asimismo, son estos países los que se corresponden con altos niveles de participación en el mercado laboral tanto de hombres y mujeres, presentan altas tasas de empleo, poseen presupuestos equilibrados, alta productividad y bajos índices de desigualdad económica. En consecuencia, estos resultados son atribuibles a las políticas de inversión social, según los teóricos de la inversión social. No obstante, cabe dudar de que esos resultados sean  consecuencia, exclusivamente, de la estrategia de inversión social. No hay que olvidar esos países disfrutan de una dilatada trayectoria de políticas de inversión social, pero, lo que es más importantes, estas han convivido, hasta ahora, con políticas de bienestar de viejo cuño y sus niveles de protección siguen siendo peculiares respecto a los de otros países. 
Un dato significativo para evaluar las consecuencias de las políticas implantadas desde la mitad de los noventas es el aumento de la pobreza en todos los Estados miembros de la Unión Europea, especialmente de las personas en edad de trabajar, de los trabajadores cuyos ingresos son insuficientes para mantener sus hogares por encima del nivel del umbral de pobreza y de la población infantil (Hemerijck, et al., 2013; OCDE, 2008). 

Este dato aún resulta más relevante si como sostiene Cantillon (2011) la tasa de empleo creció significativamente antes de la crisis de 2008 en muchos países de la UE. La explicación que puede dar cuenta de esa negativa relación entre el aumento del empleo y el estancamiento o el aumento de la pobreza se encuentra precisamente en que las políticas de activación lograron aumentar el empleo, pero se trató  de empleos precarios a lo que se unió el deterioro de los sistemas de protección social. 
Tal vez como sostienen Morel et al. (2013) las políticas de inversión han sido implantadas de forma parcial, puesto que no se ha producido una integración entre las políticas de familias, las educativas y las políticas activas de empleo. Pero, en todo caso, de acuerdo con los presupuestos del nuevo paradigma, los beneficios de estas políticas solo pueden lograrse a largo plazo. Mientras tanto la flexibilización laboral, unida a la baja formación de los trabajadores actuales y los bajos niveles de seguridad pueden ser la causa de la pobreza y la desigualdad. Además,  según el trabajo de Pintelon y Cantillon (2013) las evidencias empíricas demuestran  que el origen de la clase social sigue teniendo una influencia central sobre la  transmisión intergeneracional de la pobreza. Los cuidados  infantiles son instrumentos importantes para corregir las desigualdades, pero poseen limitaciones ante el impacto de la clase social y la transmisión intergeneracional de la pobreza. 

El objetivo de circunscribir la política social a la inversión en capital humano plantea limitaciones. La focalización de la seguridad económica ante los desequilibrios del mercado en la capacidad para adaptarse a las demandas del mercado laboral y el aumento de la responsabilidad individual ante los riesgos tal vez no sea una respuesta alternativa al modelo neoliberal. El aumento de la pobreza  en un periodo en el que aumentó el empleo antes de la crisis de 2008, demuestran que debe alcanzarse un equilibrio entre la protección y la inversión. Ciertamente, el paradigma de la inversión social no excluye la protección, pero su propuesta encierra ambigüedades que afectan tanto a los ámbitos en los que deben desplegarse como a los instrumentos que tienen que utilizarse. 

5. CONCLUSIONES

El paradigma de la inversión social introduce novedades diáfanas respecto al modelo social de la postguerra, sin embargo sus diferencias con el modelo neoliberal son menos claras. Su hincapié en la inversión social  y la confianza en que la seguridad emane de la oferta del mercado de trabajo termina por marginar la protección de la seguridad económica de los ciudadanos. La duda que se plantea es si este nuevo paradigma posee una naturaleza cualitativamente distinta del neoliberalismo.
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